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SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL  
Lima, a los 6 días del mes de noviembre de 2018, el Tribunal Constitucional, en 
sesión del Pleno Jurisdiccional, con la asistencia de los magistrados Blume Fortini, 
presidente; Miranda Canales, vicepresidente; Sardón de Taboada, Ledesma 
Narváez y Espinosa-Saldaña Barrera, pronuncia la siguiente sentencia, con el 
abocamiento, en razón de su ausencia el día de la vista de la causa, de los 
magistrados Ramos Núñez, por contrarse con licencia, y Ferrero Costa, por estar 
haciendo uso de su descanso vacacional cumplido. Asimismo, se agregan los 
fundamentos de voto de los magistrados Blume Fortini, Ramos Núñez, Sardón de 
Taboada, Ledesma Narváez y Espinosa-Saldaña Barrera.  
I. ANTECEDENTES  
Con fecha 16 de marzo de 2018, más del veinticinco por ciento del número legal de 
Congresistas de la República interponen una demanda de inconstitucionalidad 
con el objeto de que se declare la inconstitucionalidad del artículo único de la 
Resolución Legislativa 007-2017-2018-CR, que modifica el literal e) del artículo 86 
del Reglamento del Congreso, por considerarlo incompatible con los artículos 43, 
103, 105, 132, 133 y 134 de la Constitución Política del Perú.  
Mediante auto de 9 de mayo de 2018, publicado en el portal web institucional el 
14 de junio de 2018, este Tribunal admitió a trámite la presente demanda de 
inconstitucionalidad.  
Por su parte, con fecha 7 de agosto de 2018, el Congreso de la República, a través 
de su apoderado, contestó la demanda negándola y contradiciéndola en todos sus 
extremos.  
A.  Petitorio constitucional  
Demanda de inconstitucionalidad interpuesta por más del veinticinco por ciento 
del número legal de congresistas de la República contra el artículo único de la 
Resolución Legislativa 007-2017-2018-CR, que modifica el literal e) del artículo 86 
del Reglamento del Congreso, a fin de que se declare su inconstitucionalidad por 
la forma y por el fondo.  
B.  Argumentos de las partes  
Las partes presentan los argumentos sobre la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de la disposición impugnada que se resumen a continuación.  
B-1.  Demanda  
Los argumentos expuestos en la demanda son los siguientes:  
• Sostienen que la Resolución Legislativa 007-2017-2018-CR contraviene los 
artículos 43, 103, 105, 132, 133 y 134 de la Constitución, así como las sentencias 
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del Tribunal Constitucional, al incurrir en vicios de forma que vulneran el 
procedimiento legislativo en los términos expuestos en los artículos 103 y 105 
de la Constitución, pues el Proyecto de Resolución Legislativa 2084/2017-CR, 
que dio origen a la resolución cuestionada, carece de los fundamentos legales o 
políticos que justifiquen la modificación de los alcances de la denominada crisis 
total del gabinete prevista en el artículo 133 de la Constitución.  
• Alegan que este proyecto de resolución legislativa no fue debatido en la 
Comisión de Constitución y Reglamento del Congreso y que por ello no cuenta 
con un dictamen de análisis de sus fortalezas y debilidades, ni con la opinión 
de expertos que pudieran haber enriquecido su contenido.  
• Afirman que si bien dicho proyecto fue exonerado de dictamen por la Junta de 
Portavoces y finalmente aprobado por el Pleno "con 79 votos a favor, 18 en 
contra y, 7 abstenciones" [sic], la Constitución señala claramente en su artículo 
105 que [...] ningún proyecto de ley puede sancionarse sin haber sido aprobado 
por la respectiva Comisión dictaminadora, salvo excepción señalada en el 
Reglamento del Congreso".  
• Refieren que "nuestro sistema jurídico proscribe la existencia de normas exprés 
y únicamente las acepta en tanto resulten armónicas con los principios y valores 
que dotan de sentido a nuestro Estado Constitucional de Derecho", como son la 
transparencia, pluralismo y deliberación pública.  
• También afirman que la referida resolución vulnera el principio de división y 
equilibrio de poderes, así como el modelo de régimen político de la 
Constitución, ya que plantea tres reglas que alteran los mencionados principios:  
– Si el Congreso rechaza la cuestión de confianza formulada por el Presidente 
del Consejo de Ministros, el nuevo gabinete deberá estar integrado por 
nuevos ministros, no pudiendo ser incluido en este ningún ministro del 
gabinete anterior.  
– Si el Gobierno no observa esta regla, dicho rechazo de la cuestión de 
confianza no cuenta a efectos de la figura del cierre constitucional del 
Congreso prevista en el artículo 134 de la Constitución.  
– El Presidente del Consejo de Ministros no puede hacer cuestión de confianza 
respecto de la aprobación de una ley ni de un procedimiento de control 
parlamentario, como una interpelación o censura de un ministro.  
• Alegan que estos supuestos no se hallan previstos en la Constitución y vaciían 
de contenido, en los hechos, las competencias exclusivas del Poder Ejecutivo. 
Señalan que el Reglamento del Congreso debe regular las funciones exclusivas 
y excluyentes de este poder del Estado y no las de los demás poderes.  
• Sostienen que la Constitución establece en qué escenarios se configura la crisis 
del gabinete, mas no hace la distinción de que el nuevo gabinete deberá estar 




integrado por nuevos ministros. Por el contrario, le otorga libertad al jefe de 
Estado para que elija a sus colaboradores de acuerdo a su criterio, ya que 
bastaría con que al menos uno de sus integrantes no haya sido parte del 
gabinete anterior para afirmar que nos hallamos ante un gabinete distinto.  
• Los congresistas recurrentes alegan que la resolución impugnada introduce un 
nuevo supuesto, no contemplado en el artículo 132 de la Constitución, acerca 
de la oportunidad en que se debe plantear una cuestión de confianza, ya que 
señala que dicha figura jurídica no puede ser invocada con ocasión de la 
aprobación de una ley o un mecanismo de control político, como la 
interpelación o la censura de un ministro.  
• Finalmente, los recurrentes sostienen que se vaciía de contenido a la figura de 
la cuestión de confianza, ya que no queda claro en qué escenario el Gobierno 
podría plantearla.  
B-2.  Contestación de la demanda 
Los argumentos expuestos en la contestación de la demanda son los siguientes:  
• El apoderado del Congreso señala que los demandantes incurren en una 
cotradicción argumental al sostener como vicio la falta de tratamiento en 
Comisión, pero a su vez reconocen que se dieron las condiciones que eximen de 
este trámite. También propugnan la ilicitud por falta de debate y al mismo 
tiempo reconocen que el debate existió, aunque, en opinión de los 
demandantes, éste fue "escueto y no falto de polémica".  
• Alega que todos los actos que han sido cuestionados en este extremo de la 
demanda se han desarrollado de acuerdo a lo establecido en la Constitución y 
el Reglamento del Congreso.  
• Con relación a la afirmación de la parte demandante de que el Reglamento del 
Congreso no puede contener funciones del Poder Ejecutivo, se debe tener 
presente que este es una norma con rango de ley, por lo que el Parlamento está 
plenamente facultado para modificar, adicionar o interpretar dicha ley, siendo 
la cuestión de confianza un procedimiento de control político.  
• Alega, con relación a la supuesta vulneración del artículo 132 de la 
Constitución, que su artículo 126 señala que "todo acuerdo del Consejo de 
Ministros requiere el voto aprobatorio de la mayori ́a de sus miembros, y consta 
en acta (...)". Es decir, la cuestión de confianza no es una prerrogativa personal 
del Presidente del Consejo, sino que tiene que presentarla al gabinete para su 
aprobación. Es por ello que ante una crisis total, en caso de ser rehusada la 
cuestión de confianza, todos los miembros del gabinete deben renunciar y no 
pueden ser designados nuevamente como ministros.  
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• Señala que la norma cuestionada solo limita la iniciativa ministerial de 
presentar una cuestión de confianza en determinados supuestos, de manera 
razonable y dentro del marco constitucional.  
• El apoderado del demandado indica que es válido y razonable que el Consejo 
de Ministros o un ministro no puedan plantear una cuestión de confianza sobre 
una competencia exclusiva del Congreso, por lo que resulta claramente 
improcedente plantearla cuando esté destinada a promover, interrumpir o 
impedir la aprobación de una norma o la conclusión de un procedimiento 
legislativo.  
• Asimismo, alega que si se encuentra en curso la interpelación de un ministro, 
no es razonable que ese ministro convierta su interpelación en una cuestión de 
confianza, ya que tal proceder despojari ́a al Legislativo de la interpelación como 
instrumento de control político.  
• Argumenta que solo se establecía la facultad del Presidente del Consejo de 
Ministros para plantear la cuestión de confianza, mas no el motivo. En cambio, 
el contenido, procedimiento y consecuencia de la cuestión de confianza ahora 
sí se encuentra reglamentado. No se trata de una reforma constitucional, sino 
de un desarrollo reglamentario para interpretar los alcances del artículo 133 de 
la Constitución.  
Con fecha 10 de octubre de 2018, el magistrado Ferrero Costa vio el video de la 
vista de la causa realizada en Arequipa el 28 de septiembre de 2018, según la 
constancia del Secretario Relator que obra en autos. Lo propio ocurrió con el 
magistrado Ramos Núñez el 23 de octubre de 2018.  
II. FUNDAMENTOS  
i. Análisis de la presunta inconstitucionalidad por la forma  
1. El artículo 75 del Código Procesal Constitucional establece que la infracción contra 
la jerarquía normativa de la Constitución puede ser:  
(i) directa o indirecta; 
(ii) total o parcial; y 
(iii) por la forma o por el fondo.  
2. En ese sentido, este Tribunal ha señalado, en reiterada jurisprudencia, que una 
disposición incurre en una infracción constitucional por la forma, entre otros 
supuestos, cuando se infringe el procedimiento legislativo previsto en la 
Constitución para su aprobación.  
3. Si bien el desarrollo de la función legislativa permite un considerable nivel de 
discrecionalidad, esto no implica que puedan dejar de observarse las pautas que 
emanan de la Constitución y del Reglamento del Congreso, pues ello ingresaría en 




el ámbito de lo constitucionalmente prohibido (Sentencia 00015-2012-PI/TC, 
fundamento 4).  
4. En otras palabras, el procedimiento parlamentario cuenta con un considerable 
margen de maniobra política, pero no puede ser contrario a las obligaciones que 
emanan de la Constitución o de las normas que conforman el bloque de 
constitucionalidad.  
5. Al respecto, cabe recordar que el proceso de inconstitucionalidad supone un 
control abstracto de las normas con rango de ley tomando a la Constitución, en su 
carácter de norma suprema del ordenamiento, como parámetro de evaluación.  
6. Sin embargo, en determinadas ocasiones, el parámetro de constitucionalidad 
puede comprender a otras fuentes distintas de la Constitución y, en concreto, a 
determinadas normas con rango de ley, siempre que esa condición sea reclamada 
directamente por una disposición constitucional (Sentencia 0007-2002-AI/TC, 
fundamento 5).  
7. En tales casos, estas fuentes asumen la condición de "normas sobre la producción 
jurídica" en un doble sentido. Por un lado, como "normas sobre la forma de la 
producción jurídica", esto es, cuando se les encarga la capacidad de condicionar el 
procedimiento de elaboración de otras normas que tienen su mismo rango. Por 
otro, como "normas sobre el contenido de la normación", es decir, cuando por 
encargo de la Constitución pueden limitar el contenido de tales normas.  
8. A este parámetro de control, formado por la Constitución y aquellas normas con 
rango de ley que derivan directamente de ella y tienen una relación causal con la 
materia jurídica subyacente al control de constitucionalidad a realizarse, se le 
denomina bloque de constitucionalidad.  
9. En ese orden de ideas, este Tribunal ha señalado que "en una hipótesis de 
infracción indirecta, el parámetro de control, esto es, la norma de referencia a partir 
de la cual el Tribunal evaluará la validez de la ley cuestionada, está integrado por 
la Constitución, pero también por todas las leyes a las que esta confirió la 
capacidad de limitar a otras normas de su mismo rango” (Sentencia 0047-2004-
AI/TC, fundamento 128). 
10. Este Tribunal ha precisado, además, que se produce una afectación indirecta 
cuando exista una incompatibilidad entre la norma sometida a juicio y otra norma 
legal a la que la propia Constitución delegó algunos de los siguientes aspectos: 
a. La regulación de un requisito esencial del procedimiento de producción 
normativa.  
b. La regulación de un contenido materialmente constitucional. 
c. La determinación de competencias o límites de las competencias de los distintos 
órganos constitucionales.  
Caso cuestión de confianza y crisis total del gabinete 
 
198 
11. Lógicamente, dichas normas deben ser, a su vez, compatibles con la Constitución 
para formar el bloque de constitucionalidad. En tales casos, las normas integradas 
al parámetro actu ́an como normas interpuestas, y toda norma controlada que sea 
incompatible con ellas será declarada inconstitucional en un proceso por infracción 
indirecta a la Constitución. 
12. En consecuencia, corresponde al Tribunal establecer qué normas forman parte del 
bloque de constitucionalidad aplicable al presente caso para realizar el análisis 
formal de la resolución legislativa cuestionada. 
13. Dicho parámetro está compuesto por los artículos 102 y 105 de la Constitución y 
los artículos del Reglamento del Congreso de la República que regulan el 
procedimiento legislativo. 
14. En lo que respecta a la inconstitucionalidad por la forma de la resolución 
legislativa impugnada, el demandante cuestiona una serie de irregularidades en el 
procedimiento legislativo que llevó a su aprobación, a saber: 
a. Durante su trámite, el proyecto de resolución legislativa fue exonerado, por 
acuerdo de la Junta de Portavoces, del dictamen de la Comisión de Constitución 
y Reglamento del Congreso, sin que se hayan expresado las razones para 
hacerlo. 
b. El proyecto de Resolución Legislativa 2084/2017-CR, el cual dio origen a la 
norma aquí impugnada, no expone los fundamentos legales o políticos que 
justifican su fórmula legal. 
c. En el Pleno del Congreso, la discusión sobre el proyecto de resolución 
legislativa fue escueta y no estuvo exenta de polémica. 
15. Los demandantes alegan la trasgresión de la Constitución y el Reglamento del 
Congreso, y de los principios de interdicción de la arbitrariedad y de democracia 
deliberativa. 
16. A continuación, este Tribunal analizará el procedimiento legislativo seguido, a la 
luz de la Constitución y las disposiciones contenidas en el Reglamento del 
Congreso, a fin de dilucidar si efectivamente se incurrió en algún vicio de forma. 
i.i.  Exoneración de dictamen y déficit de deliberación  
17. El artículo 105 de la Constitución dispone lo siguiente: 
Ningún proyecto de ley puede sancionarse sin haber sido previamente aprobado 
por la respectiva Comisión dictaminadora, salvo excepción señalada en el 
Reglamento del Congreso. Tienen preferencia del Congreso los proyectos enviados 
por el Poder Ejecutivo con carácter de urgencia. 




18. La norma citada autoriza expresamente que puedan establecerse excepciones en el 
Reglamento del Congreso a la regla que señala que todo proyecto de ley debe ser 
dictaminado por una comisión. 
19. En el mismo sentido se encuentra el Reglamento del Congreso, cuyo artículo 31- A 
señala lo siguiente respecto a las atribuciones de la Junta de Portavoces: 
La Junta de Portavoces está compuesta por la Mesa Directiva y por un Portavoz 
por cada Grupo Parlamentario, quien tiene un voto proporcional al número de 
miembros que componen su bancada. Le corresponde: 
[...] 
2. La exoneración, con la aprobación de los tres quintos de los miembros del 
Congreso allí representados, de los trámites de envío a comisiones y 
prepublicación. En caso de proyectos remitidos por el Poder Ejecutivo con carácter 
de urgente, estas exoneraciones son aprobadas por la mayoría del número legal de 
los miembros del Congreso allí representados [...]. 
20. En cuanto a las exoneraciones previstas en el Reglamento del Congreso que 
pueden ser aprobadas por acuerdo de la Junta de Portavoces, encontramos las 
siguientes: 
Artículo 53  
Las sesiones ordinarias del Pleno del Congreso se desarrollan de acuerdo con la 
agenda que apruebe el Consejo Directivo; sin embargo, en el curso del debate, 
puede modificarse la agenda por acuerdo de la Junta de Portavoces, con el voto 
que represente un mínimo de tres quintos de los miembros del Congreso. [...].  
Artículo 73 
El procedimiento legislativo se desarrolla por lo m enos en las siguientes etapas: 
a) Iniciativa Legislativa; 
b) Estudio en comisiones; 
c) Publicación de los dictámenes en el Portal del Congreso, o en la Gaceta del 
Congreso o en el Diario Oficial El Peruano; 
d) Debate en el Pleno; 
e) Aprobación por doble votación; y, 
f) Promulgación.  
Están exceptuados de este procedimiento los proyectos con trámite distinto, 
previsto en el presente Reglamento o los que hubieran sido expresamente 
exonerados del mismo, por acuerdo de la Junta de Portavoces, con el voto que 
represente no menos de tres quintos de los miembros del Congreso.  




Luego de verificar que la proposición de ley o resolución legislativa cumple con 
los requisitos reglamentarios formales, la oficina especializada de la Oficial ía 
Mayor la recibe, la registra y dispone su publicación en el Portal del Congreso, 
informando a la Vicepresidencia encargada de procesar y tramitar las iniciativas a 
las Comisiones. En caso de incumplimiento de los requisitos antes señalados la 
iniciativa no puede ser recibida y es devuelta para que se subsanen las omisiones. 
La Junta de Portavoces, con el voto de los tres quintos de los miembros del 
Congreso allí representados, puede exonerar de algún requisito en forma 
excepcional, en caso de proposiciones remitidas por el Poder Ejecutivo o que se 
consideren urgentes. [...].  
Artículo 78  
No se puede debatir ningún proyecto de ley que no tenga dictamen, ni ningún 
dictamen que no haya sido publicado en el Portal del Congreso, o en la Gaceta del 
Congreso o en el Diario Oficial El Peruano, por lo menos siete (7) días calendario 
antes de su debate en el Pleno del Congreso, salvo dispensa de uno de estos 
requisitos o de ambos, aprobada en la Junta de Portavoces, con el voto que 
represente no menos de tres quintos de los miembros del Congreso [...]. 
21. En las normas citadas se admite la posibilidad de que se aprueben exoneraciones 
por parte de la Junta de Portavoces, sujetas a que se realicen en la oportunidad 
procedimental adecuada y con el número de votos requerido. Sobre ello, el 
Tribunal Constitucional ha precisado que este mecanismo no debe ser aplicado de 
manera generalizada, ya que, de lo contrario, "se convierte en los hechos en el 
procedimiento legislativo regular. Si bien la potestad de establecer exoneraciones 
por parte de la Junta de Portavoces es discrecional, ello no implica que pueda ser 
usada de modo arbitrario" (Sentencia 00012-2018-PI y 00013-2018-PI, fundamento 
34), especialmente tratándose de una reforma constitucional. En buena cuenta, esta 
clase de prácticas podrían terminar por tergiversar la finalidad del artículo 105 de 
la Constitución.  
22. En este caso, la exoneración realizada por la Junta de Portavoces permitió que el 
proyecto de Resolución Legislativa 2084/2017-CR no cuente con un dictamen de 
la Comisión de Constitución y Reglamento del Congreso de la República. Esto 
generó que, en el Pleno de esa entidad, se presente una cuestión previa a fin de que 
el proyecto regrese a comisión, lo que fue respaldado por 33 congresistas que 
representaban a distintos grupos parlamentarios. Sin embargo, por mayoría, se 
insistió en la exoneración1. 
23. Al respecto, este Tribunal estima que el mecanismo de la exoneración de dictamen 
debe ser empleado como excepción, no como regla. De hecho, el artículo 105 de la 
                                                           
1  Cfr. Diario de los Debates de la sesión matinal del Pleno del Congreso de la República del 8 de 
marzo de 2018. P. 122. 




Constitución parte de la premisa de la promoción de la deliberación al disponer 
que "[n]ingún proyecto de ley puede sancionarse sin haber sido previamente 
aprobado por la respectiva Comisión dictaminadora".  
24. El significado de esta disposición constitucional es aún más relevante cuando lo 
que es objeto de debate es un asunto de tanta entidad como las relaciones 
Ejecutivo-Legislativo. En efecto, cuestiones técnicas como la cuestión de confianza, 
la crisis total del gabinete o la facultad presidencial de disolución del Congreso de 
la República no se caracterizan únicamente por su complejidad, sino además por 
su marcada incidencia en la naturaleza de nuestro régimen político al tener un 
importante impacto en el esquema de los mecanismos para el control del poder.  
25. Ahora bien, es importante recordar que en la jurisprudencia de este Tribunal en 
distintas oportunidades se han validado distintos acuerdos de la Junta de 
Portavoces para exonerar del dictamen de la comisión respectiva, y ello ha sido así 
por el importante margen de deferencia que, en un Estado constitucional, debe 
gozar el Congreso de la República (Sentencia 00015-2012-PI; Sentencia 00012-2018-
PI y 00013-2018-PI, entre otras). Sin embargo, cuando este mecanismo es empleado 
con el propósito de efectuar trascendentales reformas que inciden en la esencia 
misma de nuestra Constitución, debe demandarse un importante nivel de 
deliberación, aspecto que no se ha advertido en este caso. 
26. Es por ello que, al haberse exonerado al proyecto de resolución legislativa del 
trámite ante la Comisión de Constitución y Reglamento, se advierte un vicio de 
inconstitucionalidad radicado en el empleo de un mecanismo de excepción cuando 
no correspondía en razón de la materia involucrada, lo cual resulta contrario a la 
finalidad del artículo 105 de la Constitución.  
i.ii  La ausencia de segunda votación  
27. Las resoluciones legislativas de aprobación de las normas reglamentarias internas 
del Congreso (cfr. artículo 72.i de su Reglamento), constituyen un tipo especial y 
específico de norma que no se encuentran exoneradas del requisito de segunda 
votación.  
28. En efecto, el artículo 78 del Reglamento del Congreso, en su penúltimo y último 
párrafo, señala lo siguiente:  
[...] Sólo se encuentran exoneradas de este requisito [de doble votación] las 
proposiciones de resolución legislativa de aprobación de tratados, de aprobación 
de ingreso de tropas extranjeras, de autorizacio ́n de viajes al exterior al Presidente 
de la República y las de designación, elección o ratificación de funcionarios, a que 
se refieren los incisos f), h) y j) del numeral 1 del artículo 76 y el artículo 93 del 
presente Reglamento.  
Asimismo están exoneradas de este requisito la aprobación de la Ley de 
Presupuesto General de la República y sus leyes conexas, la aprobación de créditos 
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suplementarios, habilitaciones y transferencias de partidas, y la aprobación de la 
Cuenta General de la República. También están exceptuados el voto de la cuestión 
de confianza al Consejo de Ministros así como las mociones de censura al Consejo 
de Ministros o contra cualquiera de los ministros de Estado, que están referidos en 
los artículos 133 y 132 de la Constitución Política del Estado.  
29. Siendo así, la norma cuestionada en el presente proceso debía ser objeto de una 
segunda votación. Esta no consta en el expediente que contiene los acuerdos y las 
votaciones vinculados con la aprobación de la cuestionada resolución legislativa2. 
Por el contrario, en la página web del Congreso puede verse el Diario de los 
Debates de la sesión matinal del Pleno del 8 de marzo de 2018, en la que se aprobó 
la norma aquí cuestionada, donde se señala que esta "no requiere de segunda 
votación", sin indicarse base legal o fundamentación alguna (p. 123).  
30. Todo lo anterior permite concluir a este Tribunal que la Resolución Legislativa 007-
2017-2018-CR ha vulnerado el artículo 94 de la Constitución e incurrido en una 
infracción indirecta de esta por contravenir el artículo 78 del Reglamento del 
Congreso de la República.  
ii. Constitución y Reglamento del Congreso 
31. La Constitución menciona al Reglamento del Congreso de la República en las 
siguientes disposiciones:  
Artículo 94.- Reglamento del Congreso  
El Congreso elabora y aprueba su Reglamento, que tiene fuerza de ley; elige a sus 
representantes en la Comisión Permanente y en las demás comisiones; establece la 
organización y las atribuciones de los grupos parlamentarios; gobierna su 
economía; sanciona su presupuesto; nombra y remueve a sus funcionarios y 
empleados, y les otorga los beneficios que les corresponden de acuerdo a ley.  
Artículo 96.- Facultad de solicitar información a las Entidades Públicas  
Cualquier representante al Congreso puede pedir a los Ministros de Estado [...] los 
informes que estime necesarios.  
El pedido se hace por escrito y de acuerdo con el Reglamento del Congreso  
[..].  
Artículo 101.- Atribuciones de la Comisión Permanente  
                                                           
2  Como puede corroborarse en el "Expediente virtual Parlamentario" de la Resolución Legislativa 
del Congreso que modifica el artículo 86 del Reglamento del Congreso de la República, 








Los miembros de la Comisión Permanente del Congreso son elegidos por éste [...].  
Son atribuciones de la Comisión Permanente:  
5. Las demás que le asigna la Constitución y las que le señala el Reglamento del 
Congreso.  
Artículo 105.- Proyectos de Ley  
Ningún proyecto de ley puede sancionarse sin haber sido previamente aprobado 
por la respectiva Comisión dictaminadora, salvo excepción señalada en el 
Reglamento del Congreso [...].  
Artículo 200.- Acciones de Garantía Constitucional Son garantías 
constitucionales:  
4. La Acción de Inconstitucionalidad, que procede contra las normas que tienen 
rango de ley: [...] reglamentos del Congreso [...].  
32. Como puede apreciarse, la Constitución (artículo 94) consagra el principio de 
"formación autónoma" del Congreso de la República, por el cual él mismo se da su 
Reglamento —que tiene fuerza de ley y no puede equipararse ni con las leyes 
formales ni con los reglamentos administrativos—, con una finalidad específica 
sujeta al control de constitucionalidad: regular su propia actividad y su relación 
con otras instancias jurídicas e institucionales. Esto queda muy claro en los 
artículos constitucionales citados, donde la Constitución, además del contenido 
propio del Reglamento del Congreso (artículo 94), remite a este Reglamento otros 
asuntos inherentes de la actividad parlamentaria, como los pedidos de informes 
que formulan los congresistas (artículo 96), las atribuciones de la Comisión 
Permanente (artículo 101) y el procedimiento de aprobación de los proyectos de 
ley (artículo 105).  
33. Desde esta perspectiva, guarda coherencia con la Constitución que el artículo 3 del 
Reglamento del Congreso de la República declare su "autonomía normativa" para 
los fines establecidos en el artículo 1 de dicho Reglamento, que son los siguientes:  
• Precisar las funciones del Congreso y de la Comisión Permanente;  
• Definir la organización y funcionamiento del Congreso;  
• Establecer los derechos y deberes de los Congresistas; y  
• Regular los procedimientos parlamentarios.  
34. La modificación del Reglamento aquí impugnada se encuentra dentro del 
procedimiento parlamentario de control político (Sección Segunda del Capítulo 
VI). Entre otros mecanismo, y solo refiriéndonos a lo que aquí interesa, el 
Reglamento del Congreso en este tipo de procedimiento se ocupa de lo siguiente 
(artículo 64, literal b):  
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• La investidura del Consejo de Ministros.  
• La interpelación a los ministros.  
• La invitación a los ministros para que informen.  
• Las preguntas a los ministros.  
• La solicitud de información a los ministros y a la administración en general.  
• La moción de censura.  
• La cuestión de confianza a los ministros.  
35. En cada uno de los mencionados procedimientos de control político, incluyendo 
la cuestión de confianza —obviamente, antes de la modificación aquí 
impugnada—, el Reglamento del Congreso, cuando no repite lo que ya dice la 
Constitución, se ocupa únicamente de lo que atañe a la actuación parlamentaria.  
36. Así, respecto a la investidura del Consejo de Ministros, el Reglamento señala 
cuándo se debate y vota esta (artículo 82). Sobre la interpelación a los ministros, el 
Reglamento indica el número de firmas y de votos para formularla y admitirla, 
respectivamente (artículo 83). Por su parte, el artículo 84 regula el procedimiento 
para invitar a los ministros a informar al Congreso.  
37. Es interesante detenerse en el artículo 85 del Reglamento del Congreso, que se 
ocupa de la estación de preguntas. Este es un buen ejemplo que confirma lo que 
hemos señalado como propio del Reglamento del Congreso: aquello que concierne 
a la actuación de los parlamentarios. En efecto, todas las disposiciones de dicho 
artículo están referidas a regular la oportunidad, forma y contenido de las 
preguntas que los congresistas pueden formular al Gobierno: pueden hacerlo una 
vez al mes, la pregunta debe referirse a un solo hecho de carácter público, no 
pueden formularse preguntas de interés personal, etc.  
38. En cuanto a la moción de censura (artículo 86 del Reglamento), la Constitución 
(artículo 132) contiene una ordenación bastante detallada de ella, por lo que el 
Reglamento del Congreso no hace más que repetirla. Este solo añade, nuevamente, 
un mandato dirigido a los parlamentarios: no pueden plantear censura por las 
faltas reglamentarias o los errores de forma que cometan los ministros durante su 
participación en el Pleno del Congreso, "salvo que se trate de alguna ofensa al 
Congreso" (artículo 86, literal a).  
39. Y en lo que se refiere a la cuestión de confianza, el Reglamento, antes de la 
modificación materia del presente proceso constitucional, repetía la Constitución 
en cuanto a que esta se presenta solo por iniciativa ministerial, sea por el 
Presidente del Consejo (a nombre de todo el gabinete) o por cualquiera de los 
ministros, y la consecuencia del rechazo de la cuestión de confianzas (cfr. artículos 
132, último párrafo, y 133 de la Constitución).  




40. Fuera de eso, el Reglamento del Congreso se ocupaba, una vez más, únicamente 
de lo que le es propio: la actuación de los parlamentarios. Así, el Reglamento solo 
indicaba que la cuestión de confianza "será debatida en la misma sesión que se 
plantea o en la siguiente" (artículo 86, literal c) y que "la Mesa Directiva rechazará 
de plano cualquier proposición de confianza presentada por Congresistas" 
(artículo 86, literal d).  
41. No obstante todo lo revisado hasta aquí, la modificación del artículo 86 (literal e) 
del Reglamento del Congreso, dispuesta por la Resolución Legislativa 007-2017- 
2018-CR, al establecer causales de improcedencia de la cuestión de confianza, entra 
en asuntos ajenos a la actuación parlamentaria, excediendo la finalidad de la 
"normación autónoma" que otorga al Congreso el artículo 94 de la Constitución y 
transgrediendo, corno veremos más adelante, la facultad constitucional de los 
ministros de plantear la cuestión de confianza (cfr. artículos 132 y 133 de la 
Constitución).  
42. Para este Tribunal Constitucional, en un Estado democrático de derecho, el 
legislador está sometido a los límites que le señala la Constitución, por lo que "no 
puede lícitamente adoptar en forma de ley cualquier decisión sobre cualquier 
materia: algunas le están vedadas y en las restantes no puede disponer como fiera" 
(De Otto, Ignacio, Derecho constitucional. Sistema de fuentes, Ariel, Madrid 1995, p. 
163).  
43. Por estas consideraciones, la Resolución Legislativa 007-2017-2018-CR, que 
modifica el literal e del artículo 86 del Reglamento del Congreso, es 
inconstitucional, al contravenir el principio de autonormatividad parlamentaria 
del artículo 94 de la Constitución, por lo que corresponde declarar fundada la 
demanda.  
iii. Forma de gobierno y principio de separación de poderes en la 
Constitución 
44. A efectos de analizar y resolver adecuadamente el fondo la presente controversia 
es necesario revisar, cuando menos de manera general, la forma de Gobierno que 
ha adoptado el Perú, así como los alcances del principio de separación de poderes.  
45. Resulta indispensable abordar dicha cuestión, a fin de determinar los contornos 
constitucionales de las relaciones entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo.  
46. Este órgano de control de la Constitución ha analizado el valor de la separación de 
poderes. Al respecto, sostuvo que esta es una técnica que tiene como finalidad 
evitar la concentración del poder y, en ese sentido, se encuentra encaminada a 
salvaguardar los derechos fundamentales de eventuales ejercicios abusivos del 
poder político:  
La existencia de este sistema de equilibrio y de distribución de poderes, con todos 
los matices y correcciones que impone la sociedad actual, sigue constituyendo, en 
su idea central, una exigencia ineludible en todo Estado Democrático y Social de 
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Derecho. La separación de estas tres funciones básicas del Estado, limitándose de 
modo recíproco, sin entorpecerse innecesariamente, constituye una garantía para 
los derechos constitucionalmente reconocidos e, idénticamente, para limitar el 
poder frente al absolutismo y la dictadura (Sentencia 0023-2003-AI, fundamento 
5).  
47. Por otra parte, se ha señalado que la separación de poderes no debe entenderse — 
como tal vez en algún momento se concibió— como una división tajante, sin 
puntos de contacto o interrelación entre los denominados poderes del Estado, sino 
que esta debe ser considerada en clave de equilibrio, de controles recíprocos, de 
pesos y contrapesos, e incluso debe ser entendida sobre la base de relaciones de 
coordinación y cooperación entre estos poderes:  
[L]a separación de poderes que configura nuestra Constitución no es absoluta, 
porque de la estructura y funciones de los Poderes del Estado regulados por la 
Norma Suprema, también se desprende el principio de colaboración de poderes. 
Al respecto, encontramos una colaboración de poderes cuando el artículo 104 de 
la Constitución establece que el Congreso puede delegar en el Poder Ejecutivo la 
facultad de legislar, mediante decretos legislativos, sobre materia especi ́fica y por 
el plazo determinado establecidos en la ley autoritativa. Del mismo modo, existe 
una colaboración de poderes cuando el artículo 129 de la Constitución dispone que 
el Consejo de Ministros en pleno, o los ministros por separado, pueden concurrir 
a las sesiones del Congreso y participar en sus debates con las mismas 
prerrogativas que los parlamentarios, salvo la de votar si no son congresistas.  
Ocurre lo mismo con las normas constitucionales relativas al proceso de 
elaboración de la Ley de Presupuesto (Sentencia 0004-2004-CC/TC, fundamento 
24).  
Uno de esos principios constitucionales que el Poder Judicial debe respetar, como 
todo Poder del Estado y todo órgano constitucional, es el de separación del poder, 
reconocido en el artículo 43 de la Constitución. Este principio no debe ser 
entendido en su concepción clásica, esto es, en el sentido que establece una 
separación tajante y sin relaciones entre los distintos poderes del Estado; por el 
contrario, exige que se le conciba, por un lado, como control y balance entre los 
poderes del Estado --checks and balances of powers— y, por otro, como coordinación 
y cooperación entre ellos. Esto explica el hecho de que si bien la Constitución 
establece que ninguna autoridad puede avocarse a causas pendientes ante el 
órgano jurisdiccional ni interferir en el ejercicio de sus funciones (artículo 138° 
inciso 2), dimana de ella también la prescripción de que el Poder Judicial no ha de 
turbar, ilegítimamente, el ejercicio de las atribuciones de otros poderes del Estado 
(Sentencia 0006-2006-CC/TC, fundamento 15).  
48. Finalmente, el Tribunal Constitucional ha precisado que la distribución de 
poderes, o de funciones desde una perspectiva más amplia, no se reduce a tomar 
en cuenta tan solo a los tres "poderes del Estado", sino que deben considerarse 




también relevantes para el contrapeso y control del poder los órganos 
constitucionales autónomos:  
"[E]1 principio de separación de poderes reconocido en el artículo 43 de la 
Constitución posee un contenido más amplio que aquel que asumía la separación 
del poder del Estado únicamente en poderes como el legislativo, ejecutivo y 
judicial. En efecto, la propia Norma Fundamental ha establecido órganos 
constitucionales tales como el Tribunal Constitucional (artículo 201 y ss.), Jurado 
Nacional de Elecciones (176 y ss.), Ministerio Público (artículo 158 y ss.), Consejo 
Nacional de la Magistratura (artículo 150 y ss.), Defensoría del Pueblo (artículo 161 
y ss.), Gobiernos locales y Gobiernos Regionales (artículo 190 y ss.), entre otros.  
Como se aprecia, el Poder Constituyente ha dividido el poder no solo entre el 
Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial, sino también entre órganos 
constitucionales, sin desconocer, inclusive, que también es posible explicar la 
moderna materialización del principio de separación de poderes con la división 
entre órganos de decisión política (parlamento y gobierno) y los órganos de 
decisión jurisdiccional (judicatura ordinaria y constitucional, entre otros). Pese a la 
extensión del número de instituciones que administran el poder, se mantiene el 
núcleo esencial del principio, el mismo que consiste en evitar la concentración del 
poder en un solo ente" (Sentencia 0005-2007- AI/TC, fundamento 21).  
49. Con base en este rasgo de identidad de nuestro constitucionalismo, este Tribunal 
ha expresado, de manera categórica, que lo concerniente a la "separación de 
poderes" y al "régimen político" diseñado por la Constitución es un límite para su 
reforma por ser parte de una especie de "núcleo duro", conformado por aquellos 
valores y principios básicos que dan identidad a nuestro texto constitucional. Al 
respecto, se ha sostenido que:  
Aunque toda Constitución se caracteriza por ser un cuerpo normativo integral, 
donde cada disposición cumple un determinado rol, ciertas cláusulas asumen una 
función que resulta mucho más vital u omnicomprensiva que las del resto. Se trata 
de aquellos valores materiales y principios fundamentales que dan identidad o 
que constituyen la esencia del texto constitucional (la primacía de la persona, la 
dignidad, la vida, la igualdad, el Estado de Derecho, la separación de poderes, 
etc.). Sin ellos, la Constitución sería un texto formalmente supremo pero, en 
cambio, materialmente vacío de sentido (Sentencia 0014-2002-Al, fundamento 75).  
Los límites materiales [a la reforma constitucional] están constituidos por aquellos 
principios supremos del ordenamiento constitucional que no pueden ser tocados 
por la obra del poder reformador de la Constitución [...].  
[Los] límites materiales implícitos, son aquellos principios supremos de la 
Constitución contenidos en la fórmula política del Estado y que no pueden ser 
modificados, aun cuando la Constitución no diga nada sobre la posibilidad o no 
de su reforma, ya que una modificación que los alcance sencillamente implicaría 
la "destrucción" de la Constitución. Tales son los casos de los principios referidos 
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a la dignidad del hombre, soberanía del pueblo, Estado democrático de derecho, 
forma republicana de gobierno y, en general, régimen político y forma de Estado 
(Sentencia 0014-2002-AI, fundamento 76).  
50. Dicho esto, es necesario hacer algunas precisiones sobre las particularidades de 
nuestra forma de gobierno en el contexto de los modelos "clásicos" formulados 
idealmente, donde se distingue entre un sistema parlamentario y otro presidencial.  
51. El modelo presidencial se caracteriza, básicamente, por la existencia de un jefe de 
Gobierno, denominado por lo general Presidente, que proviene de una elección 
popular, hace simultáneamente las veces de jefe de Estado y no es nombrado ni 
removido discrecionalmente por el Parlamento.  
 
52. En el caso del régimen parlamentario, el jefe de Gobierno es elegido por el 
Parlamento, que lo puede remover discrecionalmente y, por lo general, la jefatura 
del Estado recae en un órgano distinto que puede ser un monarca constitucional o 
un presidente de la república.  
53. En el caso peruano, partimos de un modelo de base presidencial, en la medida que 
nuestro Presidente de la República es jefe de Gobierno, es elegido por voto 
popular, cumple las funciones de jefe de Estado y no es nombrado ni removido 
discrecionalmente por el Congreso de la República. Sin embargo, nuestras 
Constituciones han ido incorporado al modelo algunas instituciones del 
parlamentarismo, las cuales desdibujan la división de poderes que distingue al 
sistema presidencial.  
54. En efecto, las constituciones fueron, paulatinamente, incorporando instituciones 
parlamentaristas al régimen político peruano, como el Consejo de Ministros en la 
Constitución de 1856 y el Presidente del Consejo en la Ley de Ministros de ese ario, 
la interpelación en la Constitución de 1860, la moción de censura en la Constitución 
de 1867, la cuestión de confianza en la Constitución de 1933.  
55. En dicho contexto, la doctrina se ha referido a nuestro régimen o forma de 
gobierno de diferentes modos, pues no es en estricto presidencial, ya que incorpora 
mecanismos de control propios del régimen parlamentario.  
56. En cualquier caso, conforme a lo establecido en el artículo 43 de la Constitución, 
que es parte de ese "núcleo duro" al que hemos hecho referencia, nuestra forma de 
gobierno se organiza según el "principio de separación de poderes", que tiene los 
siguientes rasgos de identidad:  
Principio de separación de poderes propiamente dicho: Hace referencia a la 
autonomía funcional y a las diferentes competencias que cada poder estatal (y 
también cada órgano constitucional autónomo) tiene, pero también a las distintas 
funciones (sociales y políticas) que cada uno cumple tendencialmente (tales como 
representar, legislar y fiscalizar en el caso del Legislativo, o de gobernar y hacer 




cumplir las leyes en el caso del Ejecutivo). Este principio, desde luego, conlleva a 
reconocer las eventuales tensiones que puedan surgir entre los poderes públicos.  
Con base al principio de separación de poderes, es claro que nuestro modelo no 
aspira —a diferencia de lo que ocurre en un régimen parlamentario— a la 
confusión o subordinación entre los poderes, o a la asunción de que existe una 
suerte de un "primer poder" de Estado. Se reconoce la división de poderes y se 
prevén formas razonables para resolver o superar las diferencias entre ellos.  
Principio de balance entre poderes: Se refiere a la existencia de mecanismos de 
coordinación (tales como la delegación de facultades, el respaldo a políticas de 
gobierno a través de la cuestión confianza, las coordinaciones o negociaciones 
políticas para la aprobación del presupuesto público, la reglamentación de las 
leyes, la iniciativa legislativa por parte del Poder Ejecutivo o los órganos 
constitucionales autónomos, etc.); mecanismos de control recíproco (control jurídico y 
jurídico-político entre los poderes y órganos constitucionales autónomos); y 
meecanismos de equilibrio entre poderes (respeto a la autonomía de los otros poderes 
y órganos constitucionales autónomos, regulación de las competencias y funciones 
ajenas sin desnaturalizarlas, debida asignación presupuestaria para los poderes 
estatales u órganos constitucionales autónomos, etc.).  
Además de que no hay poderes subordinados, a lo cual se refería el principio 
anterior, el balance entre poderes permite destacar que en nuestro modelo 
constitucional los poderes públicos se conciben en una dinámica de equilibrio o 
contrapeso, lo cual exige reconocer y respetar los mecanismos de control 
constitucionalmente previstos.  
Como corolario de lo anterior, se tiene que la regulación, el ejercicio e incluso la 
interpretación de los alcances de los mecanismos de coordinación, de control 
recíproco o de equilibrio entre poderes no pueden realizarse alterando o 
desnaturalizando el balance que ha buscado asegurar la Constitución, y que es 
parte medular de nuestro modelo.  
Principio de cooperación: Conforme a este principio, las competencias y funciones 
de los poderes y órganos constitucionales autónomos deben estar orientadas al 
cumplimiento de los fines del Estado (artículo 44 de la Constitución), a la 
concreción del conjunto de bienes y valores constitucionales (pudiéndose 
mencionar, a modo de ejemplo, lo señalado en los artículos 1, 3, 38, 43 o 45 de la 
Constitución), y siempre teniendo como horizonte la defensa de la persona 
humana y el respeto a su dignidad (artículo 1 de la Constitución).  
De esta manera, entre los poderes públicos resulta de aplicación el principio de 
"lealtad constitucional", el cual, además del respeto a las competencias y funciones 
ajenas, orienta el comportamiento de los actores estatales hacia la consecución del 
bien común, que debe ser el fin último de la política.  
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Así visto, sobre la base de este principio de cooperación deben evitarse conductas 
obstruccionistas, desleales o egoístas por parte de los poderes o actores políticos. 
Si bien la política tiene una faz confrontacional inevitable, las instituciones y 
competencias constitucionales deben ser interpretadas y ejercidas en el sentido de 
fomentar la integración social, la unidad política y la optimización de los fines y 
principios constitucionales, entre otros. Lo anterior, desde luego, resulta 
especialmente cierto en el caso del análisis que le corresponde realizar el Tribunal 
Constitucional en los asuntos sometidos a su conocimiento, atendiendo al rol 
moderador y pacificador de conflictos que le caracteriza.  
Principio de solución democrática: Este principio pone de relieve que frente a un 
entrampamiento o crisis política o institucional que no puede superarse a través 
de los medios institucionales habituales debe preferirse, en primer lugar, las 
salidas deliberadas, es decir, mediante el diálogo institucional o a través de los 
espacios de deliberación pertinentes y adecuados para enfrentar los conflictos 
políticos.  
De esta manera, la forma de gobierno, así como las relaciones entre los poderes 
públicos, deben tender a establecer y preferir mecanismos de diálogo que permitan 
resolver las controversias.  
57. Sin duda alguna pueden plasmarse propuestas de reforma constitucional y legal 
sobre estos temas, los cuales constituyen principios que identifican nuestra forma 
de Gobierno y que permiten delimitar debidamente las relaciones entre los 
denominados poderes del Estado. Lo que no puede hacerse es, a propósito de estas 
modificaciones, desnaturalizar dichos principios o vaciarlos de contenido.  
iv. La cuestión de confianza 
58. Uno de los aspectos objetados por los congresistas demandantes es que en la 
resolución legislativa impugnada se dispuso que el Presidente del Consejo de 
Ministros no puede hacer cuestión de confianza respecto de la aprobación de una 
ley ni de un procedimiento de control político.  
59. Como ya se ha dicho, la cuestión de confianza, propia de los modelos 
parlamentarios, fue introducida en el sistema presidencial peruano por la 
Constitución de 1933 (artículo 174).  
60. La cuestión de confianza "consiste en la manifestación formal del Gabinete de su 
propósito de dimitir, por vía de la puesta en juego de su responsabilidad política 
parlamentaria, salvo que la Cámara apruebe un determinado proyecto de ley, una 
concreta orientación política o, como dice Blondel, de hecho, cualquier cosa que 
desee el Gobierno ver convertida en realidad y que no lleve camino de serlo. [...] 
El recurso a la cuestión de confianza no depende tanto de la existencia de un 
supuesto predeterminado constitucionalmente (supuestos que, por lo demás, no 
suelen contemplarse en las Constituciones), como de la voluntad gubernamental 




de conseguir una concreta finalidad política" (Fernández Segado, Francisco, El 
sistema constitucional español, Dykinson, Madrid, 1992, p. 733). 
61. En este orden de ideas, la cuestión de confianza, como institución cuyo ejercicio 
queda en manos del Ejecutivo, fue introducida en el constitucionalismo peruano 
como un contrapeso al mecanismo de la censura ministerial asignado al Poder 
Legislativo, por lo que debe ser entendida a partir del principio de balance entre 
poderes.  
62. Este contrapeso que representa la cuestión de confianza ministerial frente a la 
moción de censura parlamentaria se puede apreciar en la exposición del proyecto 
constitucional (sobre el Poder Legislativo) realizada por el representante Enrique 
Chirinos Soto en la Asamblea Constituyente que dio lugar a la Constitución de 
1979:  
En el proyecto, hemos considerado, en efecto, tanto el voto de censura, que nace 
por iniciativa del Parlamento, y que está precedido de la interpelación al Ministro, 
como el voto de falta de confianza que se produce por iniciativa del Ministerio o 
de tal o cual Ministro (Diario de los Debates de la Asamblea Constituyente de 1978, 
Lima, t. VII, p. 195).  
63. A raíz de las numerosas censuras a ministros durante el primero gobierno de don 
Fernando Belaunde Terry (1963-1968), la cuestión de confianza fue reforzada en la 
Constitución de 1979, vinculándola a la facultad del Presidente de la República de 
disolver la Cámara de Diputados en caso negase esta a tres Consejos de Ministros 
(artículo 227). Por su parte, la Constitución de 1993 contempla la cuestión de 
confianza en sus artículos 130, 132 y 133.  
64. A la luz de la Constitución vigente, este Tribunal entiende que existen dos 
situaciones diferentes relacionadas con el concepto de la cuestión de confianza, las 
cuales no deben confundirse, en tanto se producen en contextos distintos.  
65. Por un lado, tenemos el supuesto contenido en el artículo 130 de la Constitución, 
que establece lo siguiente:  
Dentro de los treinta días de haber asumido sus funciones, el Presidente del 
Consejo concurre al Congreso, en compañía de los demás ministros, para exponer 
y debatir la política general del gobierno y las principales medidas que requiere su 
gestión. Plantea al efecto cuestión de confianza. Si el Congreso no está reunido, el 
Presidente de la República convoca a legislatura extraordinaria.  
66. Esta cuestión de confianza debe ser entendida como aquella solicitud al Congreso 
de la República de un voto de confianza para que este legitime la conformación 
del Consejo de Ministros. Es obligatoria, porque debe producirse en todos los casos 
en los que se forme un nuevo gabinete.  
67. De otro lado, está la cuestión de confianza facultativa, que está prevista en los 
artículos 132 y 133 de la Constitución. Es aquella que puede plantear tanto el 
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Presidente del Consejo de Ministros a nombre del Consejo, como un ministro de 
manera individual.  
68. El artículo 132 de la Constitución establece:  
El Congreso hace efectiva la responsabilidad política del Consejo de Ministros, o 
de los ministros por separado, mediante el voto de censura o el rechazo de la 
cuestión de confianza. Esta última sólo se plantea por iniciativa ministerial.  
[...]  
La desaprobación de una iniciativa ministerial no obliga al ministro a dimitir, salvo 
que haya hecho cuestión de confianza de la aprobación.  
69. Por su parte, el artículo 133 prescribe:  
El Presidente del Consejo de Ministros puede plantear ante el Congreso una 
cuestión de confianza a nombre del Consejo. Si la confianza le es rehusada, o si es 
censurado, o si renuncia o es removido por el Presidente de la República, se 
produce la crisis total del gabinete.  
70. Entonces, por un lado, el artículo 132 habilita a los ministros, individualmente, a 
plantear la cuestión de confianza. En caso de que esta sea negada, el ministro estará 
obligado a dimitir.  
71. De otra parte, el artículo 133 reviste un significado mayor, no solo porque faculta 
al Presidente del Consejo de Ministros a plantear una cuestión de confianza a 
nombre de todo el gabinete, sino porque, de ser rehusada, la consecuencia es la 
"crisis total del gabinete", que, como se verá más adelante, supone la renuncia de 
todos los ministros que lo conforman.  
72. Ahora bien, este último dispositivo constitucional, que hace referencia a la cuestión 
de confianza facultativa, no establece supuestos para la cuestión de confianza, a 
diferencia de la obligatoria regulada en el artículo 130 (la política general de 
gobierno y las medidas que requiere la gestión del Presidente del Consejo de 
Ministros).  
73. Al respecto, podemos recurrir al debate constituyente de la Constitución de 1993, 
donde el congresista Chirinos Soto señaló lo siguiente:  
La cuestión de confianza puede plantearse sobre lo que se quiera. El Presidente del 
Consejo la plantea cuando quiere y como quiere. [...]. Por ejemplo, podría decir: 
señor, hago cuestión de confianza de que se respeten las decisiones del Presidente 
(Debate Constitucional - 1993. Comisión de Constitución y Reglamento, Lima, t. II, p. 
912).  
Ya sabemos que si la censura o el rechazo a la confianza afectan al Presidente del 
Consejo, el gabinete se va; pero lo que no se practica en el Perú es que cuando un 
ministro es interpelado o amenazado con el voto de censura, el Presidente del 




Consejo, que además va a estar presente en las sesiones, o, aunque no estuviera, 
puede decir: "En este caso, el gabinete se solidariza con el señor Ministro de 
Educación; de modo que si prospera el voto de censura contra el señor Ministro de 
Educación, nos vamos todos". Eso puede pasar. Así pasa en otros países, como 
Francia [...]. Señor Presidente, esto es muy importante en el debate presupuestal. 
El Ministro de Economía muchas veces dice: "La Comisión de Presupuesto me ha 
desequilibrado el presupuesto", y no plantea la cuestión de confianza. Una vez la 
planteó el señor Tulio de Andrea en el gobierno de Belaunde, y la perdió. Pero no 
se la plantea, cuando es un recurso tan bueno. El Congreso está a favor de 
desequilibrar el presupuesto, y el Ministro de Economía no. Entonces, se produce 
una discrepancia; el Ministro de Economía dice: "Hago cuestión de confianza", y 
el Presidente del gabinete dice: "Me solidarizo con el Ministro de Economía." [...] 
Ponemos al Congreso y al Ejecutivo ante la opinión pu ́blica. ¿Quién tiene razón? 
¿El Presidente del gabinete o la mayoría parlamentaria? Si se produce el voto de 
censura o el rechazo de la confianza, cae todo el gabinete, en una cuestión de 
interés nacional que se ventila así, cristalinamente, con transparencia, como ahora 
se da en decir (Debate Constitucional - 1993. Comisión de Constitución y Reglamento, 
Lima, t. III, p. 1373).  
74. Si la cuestión de confianza es entendida como una facultad del Poder Ejecutivo, 
cuya finalidad esencial es servir de contrapeso a la potestad del Congreso de hacer 
políticamente responsable a los ministros (mediante la moción de censura), las 
restricciones a dicha facultad introducidas por la norma impugnada vulnerarían 
el principio de balance entre poderes, que es un rasgo de identidad de nuestra forma 
de gobierno, el cual no puede ser alterado ni aun vía reforma constitucional sin 
quebrantar la separación de poderes (artículo 43 de la Constitución).  
75. Este Tribunal Constitucional encuentra que la cuestión de confianza que pueden 
plantear los ministros ha sido regulada en la Constitución de manera abierta, con 
la clara finalidad de brindar al Poder Ejecutivo un amplio campo de posibilidades 
en busca de respaldo político por parte del Congreso, para llevar a cabo las 
políticas que su gestión requiera.  
76. Entonces, la norma impugnada, al establecer que "no procede la interposición de 
una cuestión de confianza cuando esté destinada a promover, interrumpir o 
impedir la aprobación de una norma o un procedimiento legislativo o de control 
político", resulta inconstitucional por contrariar el principio de balance entre poderes, 
pues restringe indebidamente la facultad de los ministros de poder plantear al 
Congreso de la República cuestiones de confianza en los asuntos que la gestión del 
Ejecutivo demande, desnaturalizando así la finalidad constitucional de la referida 
institución y alterando la separación de poderes.  
77. Por ello, corresponde declarar fundada la demanda por trasgredir los artículos 43, 
132 y 133 de la Constitución; y, por ende, debe declararse inconstitucional el 
párrafo: "No procede la interposición de una cuestión de confianza cuando esté 
Caso cuestión de confianza y crisis total del gabinete 
 
214 
destinada a promover, interrumpir o impedir la aprobación de una norma o un 
procedimiento legislativo o de control político".  
v. Sobre la facultad del Presidente de la República para nombrar ministros 
78. El artículo 122 de la Constitución establece que el Presidente de la República 
nombra y remueve al Presidente del Consejo de Ministros, y que nombra también 
—a propuesta y con acuerdo de este— a los demás ministros. Esta regla limita en 
cierto modo la discrecionalidad del Presidente de la República para elegir a los 
ministros que conforman el gabinete.  
79. No es el único límite. El artículo 124 de la Constitución dispone que para ser 
ministro se requiere ser peruano de nacimiento, ciudadano en ejercicio y haber 
cumplido veinticinco años de edad.  
80. Asimismo, en concordancia con el artículo 33 de la Constitución, no pueden ser 
ministros aquellos a quienes se les ha suspendido el ejercicio de la ciudadanía por 
(1) resolución judicial de interdicción, (2) sentencia con pena privativa de la 
libertad, y (3) sentencia con inhabilitación de los derechos políticos.  
 
81. De otro lado, el artículo 100 de la Constitución establece la facultad del Congreso 
de inhabilitar a un conjunto de altos funcionarios del Estado para el ejercicio de la 
función pública hasta por un plazo de 10 años. En tal sentido, las personas 
inhabilitadas tampoco pueden ser ministros durante el período que dure tal 
sanción.  
82. Por su parte, el artículo 136 de la Constitución prescribe que si luego de la 
disolución del Congreso, en virtud del artículo 134, no se efectúan las elecciones 
parlamentarias, el Congreso disuelto se reu ́ne y destituye al Consejo de Ministros. 
Y este mismo artículo 136 indica que "ninguno de los miembros de éste puede ser 
nombrado nuevamente ministro durante el resto del peri ́odo presidencial".  
83. Así, la facultad del Presidente de la República de nombrar ministros tiene 
limitaciones establecidas por la propia Constitución, dentro de las cuales el 
Presidente de la República tiene una amplia libertad.  
84. La Resolución Legislativa 007-2017-2018-CR, aquí cuestionada, establece en su 
último párrafo:  
No se considera que hay crisis total del Gabinete cuando [...] el Presidente de la 
República opte por designar a uno o más ministros renunciantes nuevamente en 
el Gabinete.  
85. Para los demandantes esto implica una regla por la que, en caso de rechazarse la 
cuestión de "confianza formulada por el Premier, el nuevo gabinete deberá estar 




integrado por nuevos ministros, no pudiendo ser incluido en él ningún ministro 
del gabinete anterior". 
86. Es pertinente recordar aquí la intervención del congresista Chirinos Soto en el 
debate de la Constitución de 1993:  
[...] cuando fue censurado el doctor Trelles, es verdad que fue censurado en su 
capacidad de Ministro del Interior, pero como era Presidente del Consejo, la 
censura arrastró a todo el gabinete, que fue sustituido de inmediato, con los 
mismos ministros, por el doctor Schwalb como Presidente del Consejo. Es el juego 
parlamentario.  
En Francia se censura a un Presidente del Consejo y ese mismo Presidente del 
Consejo regresa a la combinación ministerial como Vicepresidente del Consejo, y 
todo depende ahí de la confianza que le dé o no la Cámara (Debate Constitucional - 
1993. Comisión de Constitución y Reglamento, Lima, t. III, p. 1375).  
87. A juicio de este Tribunal, la disposición impugnada interfiere en la formación del 
nuevo gabinete por parte del Ejecutivo y le impone estas alternativas: cambiar a la 
totalidad de ministros, lo que tendría un impacto en la continuidad de las políticas 
pu ́blicas de las carteras ministeriales; o asumir que no se ha producido la crisis 
total del gabinete. Ambos supuestos resultan contrarios a los principios 
constitucionales de separación de poderes y de balance entre estos.  
88. En efecto, este Tribunal entiende que la conformación del gabinete es una potestad 
exclusiva y excluyente del Presidente de la República, y consiste en nombrar a los 
ministros de Estado a propuesta del Presidente del Consejo de Ministros, con las 
restricciones constitucionales glosadas supra.  
89. En tanto que la cuestión de confianza (como su contraparte parlamentaria: la 
moción de censura) se plantea por motivos de oportunidad política, precisamente 
la dinámica política haría que, si la cuestión de confianza rehusada la planteó el 
Presidente del Consejo de Ministros, el nuevo gabinete no sea encabezado por este, 
ni tampoco lo integre, de ser el caso, el ministro o ministros involucrados en la 
crisis del gabinete. Pero más allá de eso, y acorde con la base presidencial de 
nuestra forma de gobierno, el Presidente de la República tiene plena libertad para 
nombrar a sus ministros, conforme al artículo 122 constitucional.  
90. Por ello, la norma sometida a control restringe la facultad del Presidente de la 
República contenida en el artículo 122 de la Constitución, debiendo ser declarada 
inconstitucional.  
vi. La renuncia del Presidente del Consejo de Ministros y la crisis del 
gabinete 
91. El último párrafo de la cuestionada Resolución Legislativa 007-2017-2018-CR dice 
lo siguiente:  
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[...] No se considera que hay crisis total del Gabinete cuando el Presidente del 
Consejo de Ministros renuncia unilateralmente [...].  
92. La Constitución ha previsto, en su artículo 133, que se produce la crisis total de 
gabinete en cuatro supuestos, vinculados con la salida del Presidente del Consejo 
de Ministros, a saber:  
a. La cuestión de confianza le es rehusada, entiéndase tanto la obligatoria como la 
facultativa.  
b. Es censurado. 
c. Renuncia. 
d. Es removido por el Presidente de la República.  
93. Según veremos seguidamente, solo los supuestos a y b, donde hay una 
intervención del Parlamento, cuentan para la disolución del Congreso de la 
República.  
94. La consecuencia constitucional de la crisis total del gabinete es que todos los 
ministros que lo integran deben renunciar a su cargo.  
95. La crisis total del gabinete se consuma con la renuncia de todos los ministros, con 
prescindencia de cualquier hecho posterior, como puede ser la conformación de 
un nuevo Consejo de Ministros.  
96. La disposición aquí cuestionada establece que no se configura una crisis total de 
gabinete "cuando el Presidente del Consejo de Ministros renuncia 
unilateralmente". Esto se contradice de manera directa con el artículo 133 de la 
Constitución, que establece que, entre otros casos, la renuncia del Presidente del 
Consejo de Ministros produce la crisis total de gabinete. Por tanto, debe preferirse 
la Constitución.  
97. Por todo lo indicado, el párrafo: "No se considera que hay crisis total del Gabinete 
cuando el Presidente del Consejo de Ministros renuncia unilateralmente [...]" es 
inconstitucional, por vulnerar el artículo 133 de la Constitución.  
vii. Sobre la facultad presidencial de disolución del Congreso 
98. La norma impugnada dispone: "La facultad presidencial de disolución del 
Congreso de la República establecida en el artículo 134 de la Constitución procede 
únicamente cuando se han producido dos crisis totales de Gabinete" (énfasis 
añadido)  
99. El artículo 134 de la Constitución prescribe lo siguiente:  
El Presidente de la República está facultado para disolver el Congreso si éste ha 
censurado o negado su confianza a dos Consejos de Ministros (énfasis añadido).  




100. Según puede apreciarse, la Constitución no dice, como lo hace la norma 
cuestionada, que la facultad presidencial de disolución del Congreso procede 
cuando se han producido "dos crisis totales de Gabinete". La Constitución es más 
específica: para la disolución, el Congreso debe haber "censurado o negado su 
confianza a dos Consejos de Ministros".  
101. Esta diferencia en los textos debe ser resaltada, pues, si bien la censura o la 
negación de confianza al Consejo de Ministros son casos de "crisis total del 
gabinete", estas además, a diferencia de otras crisis ministeriales y según ya hemos 
explicado, cuentan para efectos de la disolución del Congreso.  
102. En atención a ello, este Tribunal considera que el párrafo de la norma impugnada 
donde se dice que el Presidente de la República puede disolver el Congreso cuando 
se producen "dos crisis totales de Gabinete", es inconstitucional por violar el texto 
del artículo 134 de la Constitución.  
103. Por si fuera necesario explicitarlo, el artículo 134 de la Constitución es claro al 
señalar que el Presidente de la República se encuentra facultado para disolver el 
Congreso si: 
a. Se ha censurado a dos gabinetes;  
b. Se ha negado la confianza a dos gabinetes;  
c. Se ha censurado a un gabinete y posteriormente se le ha negado la confianza a 
otro gabinete;  
d. Se le ha negado la confianza a un gabinete y posteriormente se ha censurado a 
otro gabinete.  
104. Asimismo, es evidente que el Presidente de la República debe respetar en 
cualquier caso los límites que el artículo 134 de la Constitución le impone, referidos 
a que no se puede disolver el Congreso en el último año de mandato ni bajo un 
estado de sitio.  
III. FALLO  
Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere 
la Constitución Política del Perú  
HA RESUELTO  
Declarar FUNDADA la demanda y, en consecuencia, inconstitucional la 
Resolución Legislativa 007-2017-2018-CR, que modificó el literal e) del artículo 86 
del Reglamento del Congreso de la República, por vulnerar los artículos 43, 94, 
105, 122 y 132 a 134 de la Constitución.  
Publíquese y notifíquese.  
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